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El real decreto que regula las operaciones vinculadas ha permitido respirar a la gran mayoría 
de las pequeñas y medianas empresas españolas que se han pasado el último periodo su-

mergidas en una situación de incertidumbre en relación a la documentación que debían pre-
sentar por sus operaciones vinculadas. No obstante, aún existen temas no suficientemente 
aclarados, como son el precio de trasferencia a precio de mercado o las posibles sanciones
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La legislación española, respecto a la 
problemática de las operaciones vincu-
ladas, se ha ido modificando desde 
sus comienzos con el artículo 16 de la 

Ley 36/2006 de 29 de noviembre sobre me-
didas para la prevención del fraude fiscal 
(LPFF) que, a su vez, reformaba en profun-
didad el artículo 16 del texto refundido de la 
Ley del Impuesto de Sociedades aprobado 
por Real Decreto legislativo 4/2004 de 5 de 
marzo (TRLIS) con el objetivo de adaptarse 
a la legislación europea (Montero 2010). El 
pasado día 10 de julio se publicó el espera-
do Real Decreto 897/2010, de 9 de julio, por 
el que se modifica el Reglamento del Im-
puesto sobre Sociedades, aprobado por 

Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, en 
materia de las obligaciones de documenta-
ción de las operaciones vinculadas. Este 
real decreto ha permitido respirar a la gran 
mayoría de las pequeñas y medianas em-
presas españolas que se han pasado el últi-
mo periodo sumergidas en un absoluto caos 
sobre la documentación que debería pre-
sentar por sus operaciones vinculadas.

OBLIGATORIEDAD DE PRESENtar 
LA DOCUMENTACIÓN

Uno de los principales problemas que te-
nían los asesores fiscales, responsables de 
contabilidad y, sobre todo, las pequeñas y 
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medianas empresas era la dificultad para 
poder preparar de forma correcta la docu-
mentación, ya que las operaciones entre 
empresas son muy frecuentes y las que se 
producen entre los administradores y/o par-
tícipes y las sociedades aún más. La legisla-
ción marca que hay que presentar un docu-
mento por cada operación, por lo que la in-
versión en tiempo que eso requería para po-
der realizar el trabajo era enorme. Además, 
la responsabilidad era muy grande ya que 
las sanciones, de las que hablaremos más 
adelante, son desproporcionadas para las 
cifras que manejan las pequeñas y media-
nas empresas y podrían provocar un daño 
irreparable. Por este motivo, muchos aseso-
res fiscales se sintieron incapaces de prepa-
rar dicha documentación y muchas empre-
sas de gestión se subieron al carro solicitan-
do hasta 100 euros por documento y una 
permanencia mínima de un número de años, 
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coste que no podía ser asumido por gran 
parte de las pequeñas y medianas empre-
sas. Con la nueva normativa se soluciona 
gran parte del problema, ya que el número 
de empresas a las que se les exige presen-
tar la documentación se ha visto reducido de 
manera significativa. En el Cuadro 1 pode-
mos observar un resumen de las obligacio-
nes de presentación de documentación. 

En el Real Decreto 897/2010, de 9 de ju-
lio, por el que se modifica el Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado por 
el Real Decreto 1777/2004, de 30 de julio, 
en materia de las obligaciones de documen-
tación de las operaciones vinculadas, con 
efectos para los períodos impositivos que 
concluyan a partir de 19 de febrero de 2009, 

se modifican los apartados 3 y 4 del artículo 
18 y el punto 3 del artículo 20 del Regla-
mento del Impuesto sobre Sociedades, 
aprobado por el Real Decreto 1777/2004, de 
30 de julio, y se añade el apartado 5. Las 
principales novedades son las siguientes:

•	 Se exonera de presentar documentación 
de las operaciones vinculadas a todas 
aquellas empresas con importe neto de 
la cifra de negocios en el ejercicio infe-
rior a 8 millones de euros y con un total 
de operaciones vinculadas que no supe-
re, en conjunto, los 100.000 euros de va-
lor de mercado.

Según recoge el Real Decreto 897/2010, 
de 9 de julio: 

"3. No será exigible la documenta-
ción prevista en esta Sección a las per-
sonas o entidades cuyo importe neto de 
la cifra de negocios habida en el período 
impositivo sea inferior a ocho millones 
de euros, siempre que el total de las 
operaciones realizadas en dicho período 
con personas o entidades vinculadas no 
supere el importe conjunto de 100.000 
euros de valor de mercado. Para deter-
minar el importe neto de la cifra de ne-
gocios se tendrán en consideración los 
criterios establecidos en el artículo 108 
de la Ley del Impuesto. No obstante, de-
berán documentarse en todo caso las 
operaciones realizadas con personas o 
entidades vinculadas que residan en un 
país o territorio calificado reglamentaria-
mente como paraíso fiscal, excepto que 
residan en un Estado miembro de la 
Unión Europea y el sujeto pasivo acredi-
te que las operaciones responden a mo-
tivos económicos válidos y que esas 
personas o entidades realizan activida-
des económicas".

•	 Igualmente, quedan excluidas del cum-
plimiento de las obligaciones de presen-
tar documentación las siguientes opera-
ciones vinculadas:

a)	 Las operaciones realizadas entre entida-
des del mismo grupo de consolidación 
fiscal que tributen por el régimen espe-
cial de consolidación fiscal.

b)	 Las operaciones realizadas por las agru-
paciones de interés económico y uniones 

C uadro      1

Resumen de Obligaciones

Fuente: www.agenciatributaria.es

Esquema de obligaciones formales en las 
operaciones vinculadas 

Documentación
Consignación en la 
declaración MOD. 200

Operaciones excluidas de documentación y declaración 

-	 PYMES < 8M € y hasta 100.000 € conjunto 
de operaciones vinculadas (excepto paraísos 
fiscales)

-	 Grupo fiscal (independientemente del 
volumen de operaciones)

-	 AIES, UTES (independientemente del 
volumen de operaciones)

-	 Operaciones realizadas en el ámbito de 
ofertas públicas de venta o de ofertas 
públicas de adquisición de valores 
(independientemente del volumen de 
operaciones)

-	 Operaciones realizadas entre Entidades de 
Crédito integradas en un SIP aprobado por 
el BE (independientemente del volumen de 
operaciones)

NO

NO

NO

NO

NO

NO

NO

NO

NO

NO

Operaciones realizadas en el periodo impositivo con la misma persona o entidad 

Hasta 250.000 € de operaciones por entidad 
vinculada (no operaciones específicas)

NO NO

Hasta 250.000 € de operaciones por entidad 
vinculada (en operaciones específicas). Se 
distingue:

-	 ≤ 100.000 € conjunto operaciones por 
entidad vinculada, del mismo tipo y 
método de valoración

-	 > 100.000 € conjunto operaciones por 
entidad vinculada, del mismo tipo y 
método de valoración

SÍ

SÍ

NO

SÍ

Más de 250.000 € de operaciones vinculadas. 
Se distingue

-	 ≤ 100.000 € conjunto de operaciones 
por entidad vinculada, del mismo tipo y 
método de valoración 

-	 > 100.000 € conjunto operaciones por 
entidad vinculada, del mismo tipo y 
método de valoración

SÍ

SÍ

NO

SÍ
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temporales de empresas, tanto con sus 
empresas miembros como con cualquier 
otra empresa del mismo grupo fiscal al 
que pertenezcan aquellas empresas 
miembros.

c)	 Las operaciones realizadas en el ámbito 
de ofertas públicas de venta o de ofertas 
públicas de adquisición de valores.

d)	 Las operaciones realizadas entre entida-
des de crédito integradas a través de un 
sistema institucional de protección (SIP) 
aprobado por el Banco de España, que 
tengan relación con el cumplimiento del 
referido sistema institucional de protec-
ción.

Según recoge el RD 897/2010:

"4. Tampoco será exigible la docu-
mentación prevista en esta Sección en 
relación con las siguientes operaciones 
vinculadas:

a) Las realizadas entre entidades que 
se integren en un mismo grupo de con-
solidación fiscal que haya optado por el 
régimen regulado en el capítulo VII del tí-
tulo VII de la Ley del Impuesto.

b) A las realizadas con sus miembros 
o con otras entidades integrantes del 
mismo grupo de consolidación fiscal que 
haya optado por el régimen regulado en 
el capítulo VII del título VII de la Ley del 
Impuesto, por las agrupaciones de inte-
rés económico de acuerdo con lo previs-
to en la Ley 12/1991, de 29 de abril, de 
agrupaciones de interés económico, y 
las uniones temporales de empresas, re-
guladas en la Ley 18/1982, de 26 de 
mayo, sobre régimen fiscal de agrupa-
ciones y uniones temporales de empre-
sas y de sociedades de desarrollo in-
dustrial regional e inscritas en el registro 
especial del Ministerio de Economía y 
Hacienda.

c) Las realizadas en el ámbito de 
ofertas públicas de venta o de ofertas 
públicas de adquisición de valores.

d) Las realizadas entre entidades de 
crédito integradas a través de un sistema 
institucional de protección aprobado por 
el Banco de España, que tengan relación 
con el cumplimiento por parte del referi-
do sistema institucional de protección de 
los requisitos establecidos en la letra d) 
del apartado 3 del artículo 8 de la Ley 

13/1985, de 25 de mayo, de Coeficientes 
de Inversión, Recursos Propios y obliga-
ciones de Información de los Intermedia-
rios Financieros".

•	 Lo mismo sucede con las operaciones 
vinculadas realizadas en el periodo con 
la misma persona o entidad cuando la 
contraprestación conjunta de las mismas 
no supere 250.000 euros de valor de 
mercado. Se excluyen las operaciones 
especiales mencionadas y el límite se re-
fiere a la contraprestación de las opera-
ciones, esto es, por ejemplo, que en ca-
so de préstamo se refiere al importe de 
los intereses y, en el de un alquiler, a la 
cuantía anual del mismo, y no al importe 
del préstamo o al valor del inmueble, 
respectivamente. No obstante, existen 
cuatro excepciones en este punto:

a)	 Operaciones con personas o entidades 
residentes en paraísos fiscales, salvo 
que estén en territorio UE y se acredite 
motivo económico válido y actividad eco-
nómica.

b)	 Operaciones entre socios que determi-
nen el rendimiento neto de sus activida-
des en estimación objetiva y sociedades 
en las que participen, ellos o sus cónyu-
ges y sus descendientes directos o indi-
rectos en, al menos, un 25%, siempre 
que se realicen en el desarrollo de la ac-
tividad económica.

c)	 Las operaciones consistentes en trans-
misión de negocios o participaciones en 
sociedades que no están admitidos a co-
tización en ningún mercado.

d)	 La transmisión de inmuebles o de acti-
vos que se consideren intangibles con-
tablemente.

 Entre las operaciones que han quedado 

exentas de presentar documentación se 

encuentran las realizadas en el ámbito de 

ofertas públicas de venta o de ofertas 

públicas de adquisición de valores 
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El RD de 9 de julio especifica: 

"e) Las realizadas en el período im-
positivo con la misma persona o entidad 
vinculada, cuando la contraprestación 
del conjunto de esas operaciones no su-
pere el importe de 250.000 euros de va-
lor de mercado. En este cómputo se ex-
cluirán las operaciones a que se refieren 
los números 1.º, 2.º, 3.º y 4.º siguientes 
de esta letra.

Lo dispuesto en la letra e) anterior no 
se aplicará cuando:

1.º Se trate de operaciones realiza-
das con personas o entidades residentes 
en países o territorios considerados co-
mo paraísos fiscales, excepto que resi-
dan en un Estado miembro de la Unión 
Europea y el sujeto pasivo acredite que 

las operaciones responden a moti-
vos económicos válidos y que 
esas personas o entidades reali-
zan actividades económicas.

2.º Se trate de operaciones 
realizadas por contribuyentes 

del Impuesto sobre la Renta 
de las Personas Físicas, 
en el desarrollo de una 
actividad económica, a 
la que resulte de aplica-

ción el método de esti-
mación objetiva con 

sociedades en las 
que aquellos o 

sus cónyu-
g e s ,  a s -
cendientes 

o descendientes, de 
forma individual o 
conjuntamente en-
tre todos el los, 
tengan un por-
centaje igual o 
superior al 25 
por 100 del ca-
pital social o 
de los fondos 
propios.

3 . º  L a 
o p e r a c i ó n 
consista en 
la transmi-
sión de ne-
g o c i o s  o 
valores o 
part ic ipa-
ciones re-

presentativos de la participación en los 
fondos propios de cualquier tipo de enti-
dades no admitidos a negociación en al-
guno de los mercados regulados de valo-
res definidos en la Directiva 2004/39/CE.

4.º La operación consista en la trans-
misión de inmuebles o de operaciones 
sobre activos que tengan la considera-
ción de intangibles de acuerdo con los 
criterios contables.

Cuando al obligado tributario le resul-
te de aplicación lo establecido en el artí-
culo 16.6 de este Reglamento, la no exi-
gencia de las obligaciones de documen-
tación previstas en esta Sección en rela-
ción con las prestaciones de servicios 
profesionales se entenderá sin perjuicio 
del deber de probar el efectivo cumpli-
miento de los requisitos establecidos en 
el citado artículo 16.6.

5. El obligado tributario deberá incluir 
en las declaraciones que así se prevea, 
la información relativa a sus operaciones 
vinculadas en los términos que se esta-
blezca por Orden del Ministro de Econo-
mía y Hacienda". 

 
• También se aplica una serie de excepcio-

nes a la presentación de la documenta-
ción cuando una de las partes que inter-
venga en la operación sea una de las en-
tidades a que se refiere el artículo 108 
de la Ley del Impuesto o una persona fí-
sica y no se trate de operaciones realiza-
das con personas o entidades residentes 
en países o territorios considerados co-
mo paraísos fiscales.

Según el Real Decreto 897/2010:

"Dos. Con efectos para los períodos 
impositivos que concluyan a partir de 19 
de febrero de 2009, se modifica el apar-
tado 3 del artículo 20 del Reglamento del 
Impuesto sobre Sociedades, aprobado 
por el Real Decreto 1777/2004, de 30 de 
julio, que queda redactado de la siguien-
te forma:

«3. Las obligaciones documentales 
previstas en el apartado 1 anterior serán 
exigibles en su totalidad, salvo cuando 
una de las partes que intervenga en la 
operación sea una de las entidades a 
que se refiere el artículo 108 de la Ley 
del Impuesto o una persona física y no 
se trate de operaciones realizadas con 
personas o entidades residentes en paí-
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Europea y el sujeto pasivo acredite que 
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ses o territorios considerados como pa-
raísos fiscales, en cuyo caso las obliga-
ciones específicas de documentación de 
los obligados tributarios comprenderán:

a) Las previstas en las letras a), b), c) 
y e) del apartado 1 cuando se trate de 
las operaciones previstas en el número 
2.º de la letra e) del artículo 18.4 de este 
Reglamento.

b) Las previstas en las letras a) y e) 
del apartado 1, así como las magnitudes, 
porcentajes, ratios, tipos de interés apli-
cables a los descuentos de flujos, expec-
tativas y demás valores empleados en la 
determinación del valor cuando se trate 
de la operación prevista en el número 3.º 
de la letra e) del artículo 18.4 de este 
Reglamento.

c) Las previstas en las letras a), c) y 
e) del apartado 1 en los supuestos pre-
vistos en el número 4.º de la letra e) del 
artículo 18.4 de este Reglamento.

d) La prevista en la letra a) del apar-
tado 1, así como la justificación del cum-
plimiento de los requisitos establecidos 
en el artículo 16.6 de este Reglamento, 
cuando se trate de las prestaciones de 
servicios profesionales a las que resulte 
de aplicación lo previsto en el citado artí-
culo.

e) Las previstas en las letras a) y e) 
del apartado 1, así como la identificación 
del método de valoración utilizado y el 
intervalo de valores derivados del mis-
mo, en el resto de los casos". 

Ahora bien, tal y como hemos comenta-
do, a pesar de solucionar gran parte del pro-
blema que había surgido respecto a la obli-
gatoriedad de la presentación de la docu-
mentación de operaciones vinculadas por 
pequeñas empresas, y había sido demanda-
do desde diferentes colectivos, la legislación 
aún mantiene varios aspectos sujetos a una 
cierta opacidad y que se dejan al criterio, re-
clamaciones judiciales a parte, que pueda 
tener la inspección en un momento dado.

SANCIONES

Uno de los puntos que no estaba claro y 
que la nueva modificación normativa no ha 
terminado de aclarar es el referente a las 
posibles sanciones aplicables en caso de 
que la documentación no se presente de for-
ma correcta. La normativa dice que será ob-
jeto de sanción tanto no aportar como apor-

tar de forma inexacta, falsa o incompleta la 
documentación, como que el valor de mer-
cado que se deduzca de la documentación 
no sea el que se refleje en la declaración. 
Las sanciones aplicables dependen de:

•	 Si no hay que hacer corrección valorati-
va por la Administración:

	 -	 1.500 euros por dato omitido, falso o 
inexacto.

	 -	 15.000 por conjunto de datos.

En los supuestos de empresas cuyo im-
porte neto de la cifra de negocios habida en 
el período impositivo sea inferior a 8 millo-
nes de euros a las que no resulte de aplica-
ción la exoneración de documentación esta-
blecida en el apartado 2 del artículo 16 del 
TRLIS, la sanción tendrá como límite máxi-
mo la menor de las dos cuantías siguientes: 
el 10% del importe conjunto de las operacio-
nes realizadas en el periodo impositivo res-
pecto de las que se hayan producido incum-
plimientos de la obligación o el 1% del im-
porte neto de la cifra de negocios.

Si hay corrección valorativa la sanción 
es del 15% del importe de las cantidades 
que resulten de las correcciones valorativas 
de cada operación, con un mínimo del doble 
de la que procedería aplicando el apartado 
anterior.

Estas sanciones siguen siendo comple-
tamente desproporcionadas y la sensación 
no puede ser otra que la de afán recaudato-
rio por parte de la administración. Por su-
puesto que una multa de 1.500 euros puede 
ser asumible por cualquier sociedad, inclu-
so en un momento como el que estamos vi-
viendo en el que la tesorería escasea y los 
problemas financieros abundan, pero la 
sanción por el conjunto de datos es un au-
téntico despropósito al sentido común. Y 
opinamos que es un despropósito porque 
esta sanción es aplicable a una normativa 
que no está clara y cuya complejidad no 
puede ser asumida por la gran mayoría de 
las pequeñas empresas. 

Los artículos 19.3 y 20.4 del RIS especi-
fican qué es un dato o un conjunto de datos 
para, respectivamente, la documentación 
relativa al grupo y la documentación especí-
fica del obligado tributario. Así, en el primer 
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caso, son distintos conjuntos de datos las 
informaciones de las letras a), c), d), f) e i) 
del artículo 19.1 y son dato las relativas a 
cada una de las personas, entidades o im-
portes mencionados en sus letras b) y e), 
así como cada acuerdo de reparto de cos-
tes, contrato de prestación de servicios, 
acuerdo previo de valoración y procedi-
miento amistoso a los que se refieren sus 
letras g) y h). 

"Para la documentación del obligado 
tributario, tiene la consideración de dato 
cada una de las informaciones relativas 
a las entidades vinculadas con las que 
se realizan operaciones y la naturaleza, 
características e importe de éstas (letra 
a) del apartado 1 del artículo 20). A es-
tos efectos debe recordarse que las 
operaciones agregables constituyen una 
sola información, y por ello un solo dato 
a efectos de régimen sancionador. Las 
operaciones realizadas con cada enti-
dad vinculada deben identificarse sepa-
radamente. El resto de las informacio-
nes de la documentación del obligado 
tributario reciben la consideración de 
conjunto de datos cada uno de ellos. En 
general, la aportación de información in-
completa, inexacta o falsa significa lo 
que de dicha expresión se desprende de 
modo directo. Es decir, informaciones 
que no reflejen de manera precisa las 
operaciones, o de manera no completa, 
habilitan a la Administración para la apli-
cación del régimen sancionador". (Fuen-
te: Ernst & Young Abogados en Expan-
sión.com).

Queda claro por tanto el concepto de 
dato y conjunto de datos. Sin embargo, no 
está especificado el criterio para considerar 
que un dato sea o no sea exacto. Todos en-
tendemos que un dato sea “falso”; creemos 
que en este aspecto no habría una gran dis-
cusión, más que la que se podría producir 
en un afán desesperado de defensa de la 
empresa. Respecto al dato “omitido”, el lí-
mite entre interpretar por parte de la inspec-
ción que un dato está omitido voluntaria-
mente o simplemente ha habido una confu-
sión por diversos motivos fácilmente subsa-
nable, depende de la buena fe que pueda 
poner la inspección de turno. No obstante, 
si se ha omitido, se ha omitido, fin de la dis-
cusión. Ahora bien, el criterio de que un da-
to sea “inexacto” dependerá fundamental-

mente del criterio de valoración que se ha-
ya utilizado. 

La propia agencia tributaria expone que, 
en caso que la inspección no este de acuer-
do con la valoración, aplicando un criterio 
razonable de las operaciones vinculadas, 
por ejemplo, que una operación esté por 
debajo de 250.000 euros, y decida que es 
superior, "la imposición de sanciones ha de 
superar siempre el filtro del elemento subje-
tivo de la culpabilidad. Esto supone que el 
incumplimiento de las obligaciones de docu-
mentación no conllevará automáticamente 
la imposición de una sanción, por lo que se 
deberá atender a cada caso concreto para 
determinar si existe o no culpabilidad a los 
efectos de imponer la sanción correspon-
diente por la fal ta de documentación 
"(Fuente: Agencia Tributaria). Por lo tanto, 
las sanciones aplicables dependerán exclu-
sivamente del criterio de la inspección y de 
las valoraciones a precio de mercado que 
aplique la empresa. 

PRECIOS DE MERCADO Y 
COMPARABILIDAD

Hasta la entrada en vigor del artículo 16 
del Real Decreto 4/2004 de 5 de marzo, por 
el que se aprobó el texto refundido de la 
Ley de Sociedades, las operaciones efec-
tuadas entre personas y entidades vincula-
das eran susceptibles de ser valoradas por 
la Administración tributaria por su valor de 
mercado, siempre y cuando la valoración 
convenida entre las partes hubiera determi-
nado una tributación inferior o un diferimien-
to de dicha tributación respecto de la que 
hubiese correspondido por aplicación del 
valor normal de mercado. 

En estos casos, al amparo de la norma-
tiva anterior, el sujeto pasivo no estaba obli-
gado a valorar dichas operaciones a valor 
de mercado, sino que tal corrección valora-
tiva era competencia de la administración 
(De Uña, 2009). A partir de ese momento, la 
obligatoriedad de valorar a precios de mer-
cado recae sobre las empresas y además 
esto implica carácter sancionador en caso 
de que los criterios elegidos no sean acep-
tados por la inspección.

El reglamento sigue detalladamente las 
directrices en materia de precios de trasferen-
cia de la Organización para la Cooperación y 
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el Desarrollo Económicos. Por lo tanto, todos 
aquellos que presenten la documentación de 
la operaciones vinculadas deberán justificar 
sus precios de trasferencia indicando qué di-
rectrices han seguido o, en su caso, qué di-
rectrices no tiene sentido aplicar. 

Este mecanismo de interpretación por par-
te de las empresas de las directrices a aplicar 
y qué circunstancias se consideran compara-
bles no garantiza que, a pesar de justificar la 
decisión tomada por parte de las empresas, 
la inspección decida qué dato es “inexacto”. Y 
es que, según su punto de vista, el criterio 
aplicado podría no ser correcto, lo que llevará 
a las empresas a tratar de “negociar” la me-
nor sanción posible, ya que no tienen la segu-
ridad de haber realizado correctamente la va-
loración. Por lo tanto, asumirán la cuantía de 
la sanción derivada de la infracción ya que, 
firmando un acta de acuerdo por conformidad 
y por su pago sin interposición de recurso, se-
gún al artículo 188.1 y 188.3 de la Ley Gene-
ral Tributaria, la cuantía podría reducirse. 
Además, los mecanismos de rectificación, en 
caso de considerar que se ha calculado mal 
un precio de trasferencia, previos a una posi-
ble inspección, no favorecen que las empre-
sas se decidan a realizar las modificaciones 
oportunas. 

En el caso de que una empresa, una 
vez decidido un criterio, como por ejemplo 
el tipo de interés que le tiene que pagar a 
un socio por un préstamo que le ha conce-
dido a la sociedad, se dé cuenta de que no 
es el más correcto, posiblemente no cam-
biaría el criterio debido a los ajustes que 
tendría que realizar:

1º Ajuste primario contable o extraconta-
ble (fiscalmente).

2º Ajuste secundario que consistiría en 
contabilizar la diferencia de los intereses 
por el cambio de criterio, lo que llevaría 
aparejado un cambio en la retención. Esto  
implicaría  la presentación  de modelos 
complementarios y, una vez presentado el 
cuarto trimestre del año, el resumen anual 
sustitutivo lo cual pondría en conocimiento 
de la administración la realización del ajuste 
y esto podría dar pie, en opinión de varios 
asesores, a ser objeto de inspección.

En opinión de Montes Urdín (2009), abo-
gado de Garriges, a los efectos de determi-

nar la valoración a mercado de una opera-
ción vinculada, valor que habría sido acor-
dado por personas o entidades indepen-
dientes en condiciones de libre competen-
cia, será necesario comparar las circuns-
tancias de la operación analizada con res-
pecto a las circunstancias de las operacio-
nes llevadas a cabo por personas no vincu-
ladas para determinar si ambas pueden ser 
consideradas equiparables y, en su caso, 
inferir un rango de valoración. 

Una vez realizado este procedimiento y 
según el artículo 16.7 del TRLIS, existe la 
posibilidad de someter a la Administración 
tributaria una propuesta para la valoración 
de las operaciones previo a la realización 
de las mismas, que en todo caso, debe fun-
damentarse en el valor normal de mercado. 
La respuesta de la administración tendría 
una vigencia de un máximo de cuatro ejerci-
cios económicos posteriores a la solicitud 
(Martín y Berdud, 2009). Ahora bien, este 
mecanismo de consulta no convence a una 
gran parte de los profesionales. Sus clien-
tes les exigirán, ya que existen diferentes 
criterios aplicables debido a que la legisla-
ción no está clara, que apliquen aquel que 
suponga un menor perjuicio económico. El 
criterio que asuman podría ser aceptado 
por la inspección o no. Sin embargo, de ha-
cerse la consulta y obtener una respuesta 
“negativa” para los intereses económicos 
del cliente, no habría marcha atrás porque, 
en caso de una posible inspección, queda-
ría reflejada la consulta y, por tanto, no ca-
be ningún otro criterio. 

PROPUESTAS PARA el FUTURo

Como ya hemos dicho, el Real Decreto 
897/2010, de 9 de julio, por el que se modifi-
ca el Reglamento del Impuesto sobre Socie-
dades,  aprobado por  Rea l  Decre to 
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1777/2004, de 30 de julio, en materia de las 
obligaciones de documentación de las ope-
raciones vinculadas, ha solucionado un pro-
blema importante que ha traído de cabeza a 
pequeñas empresas y asesores fiscales du-
rante el último periodo. La gran mayoría de 
estas empresas, y por supuesto muchos pe-
queños asesores fiscales, han respirado pro-
fundamente cuando han leído en la nueva 
Ley la no obligatoriedad de presentación de 
la documentación que estaban preparando. 
Sin embargo, sigue habiendo mucha peque-
ña y mediana empresa que sí tiene que pre-
sentar la documentación respecto a sus ope-
raciones vinculadas y a las que el nuevo 
Real Decreto no ha solucionado gran parte 
de los problemas con los que se encuentra a 
la hora de preparar la documentación. 

Es muy difícil para la administración es-
pecificar de forma concreta las sanciones 
correspondientes a cada incumplimiento de 
la normativa, al igual que sucede en el resto 

de ámbitos de la vida empresarial y cotidia-
na, y cada caso debe ser examinado de for-
ma particular. Ahora bien, la sensación que 
ahora tienen las empresas y los asesores 
cuando preparan la documentación de ope-
raciones vinculadas y tiene que decidir los 
precios de trasferencia a valor de mercado 
es de una total inseguridad ya que, en caso 
de que no coincidan el precio estipulado en 
una operación vinculada con los precios 
que se darían en un mercado libre, signifi-
cará que las partes vinculadas estarán pac-
tando precios artificiales y que la adminis-
tración podrá ajustar dichos valores (Gar-
cía-Mochales, 2009), con la correspondien-
te sanción. 

En términos generales, se ha considera-
do que el mejor método para la determina-
ción del valor de mercado es el método del 
precio libre comparable (CUP), dado que 
existe información disponible que puede ser 
considerada como comparable y que, asi-
mismo, la aplicación de dicho método es 
considerada preferente en las Directrices 
de la OCDE en su párrafo 2.7: “(…) Cuando 
sea posible encontrar operaciones no vincu-
ladas comparables, el método del precio li-
bre comparable es el camino más directo y 
fiable para aplicar el principio de plena com-
petencia. En consecuencia, en tales casos 
este método es preferible a los demás”.

Y aquí sí que la administración podría 
estar en disposición de establecer pautas fi-
jas en las que se fijen los precios de merca-
do y los criterios de comparabilidad para di-
ferentes operaciones vinculadas, si bien no 
para todas, porque no sería posible, sí para 
las más frecuentes. Entendemos que la Ad-
ministración debería tener la responsabili-
dad de establecer criterios similares a los 
propuestos, para que esta problemática, 
respecto a la elección de los precios de 
transferencia y la justificación de compara-
bilidad, desaparezca y las empresas y ase-
sores tengan claro cuál podría ser un crite-
rio a seguir aceptado por la inspección. Una 
de las mayores dificultades para hacer este 
tipo de propuestas por parte de la adminis-
tración es proveer de bases de datos acce-
sibles y procedimientos viables a las peque-
ñas y medianas empresas. 

Entendiendo está problemática y basán-
donos en los procedimientos que están 
siendo aplicados por gran parte de los pro-

60

pág



Nueva legislación en materia de operaciones  
vinculadas: un respiro para las pymes

61

págpd www.partidadoble.es

fesionales especializados, proponemos co-
mo ejemplo tres de los casos más habitua-
les en pequeñas y medianas empresas: 
préstamos, prestación de servicios y arren-
damientos.

Préstamos

a) Método de valoración

A efectos del análisis de la retribución 
percibida, se podría considerar que el 
mejor método para la determinación del 
valor de mercado es el del precio libre 
comparable (CUP), dado que existe in-
formación disponible que puede ser con-
siderada como comparable y que, asi-
mismo, la aplicación de dicho método es 
considerada preferente en las Directri-
ces de la OCDE en su párrafo 2.7: “(…) 
Cuando sea posible encontrar operacio-
nes no vinculadas comparables, el mé-
todo del precio libre comparable es el 
camino más directo y fiable para aplicar 
el principio de plena competencia. En 
consecuencia, en tales casos este méto-
do es preferible a los demás”.

b) Análisis de comparabilidad

Para la justificación del tipo de interés 
aplicado en los préstamos, se deberían 
identificar los riesgos y funciones asumi-
dos por cada parte. Una vez analizados 
los riesgos (tipos de interés, tipo de 
cambio y riesgo-país) y funciones asu-
midos por cada parte, a efectos de com-
parar el tipo de interés aplicado, se po-
drían tomar como referentes los tipos de 
interés activo (tipo de interés cobrado 
por las entidades financieras por prestar 
el dinero) publicados por el Banco de 
España y divulgados al público a través 
de la página web del Instituto Nacional 
de Estadística (INE) de la fecha de la 
concesión de cada uno de los présta-
mos/líneas de crédito. Esta base de da-
tos permitiría, en función a diferentes 
criterios, obtener una muestra de los 
préstamos o líneas de créditos acorda-
dos entre diferentes tipos de entidades 
de diversa naturaleza y características, 
de manera que se obtendría el tipo de 
interés que puede asimilarse a la retri-
bución de los préstamos y líneas de cré-
dito objeto de análisis. A partir de la ta-
bla proporcionada por la web del INE, 

correspondiente a la muestra inicial de 
los tipos de interés de activo, se debería 
elaborar una segunda tabla en la que, a 
estos tipos de interés de activo, se les 
sustrajese el Euribor de la fecha en la 
que se formalizó la operación obtenien-
do así el diferencial de mercado compa-
rable al diferencial fijado en el momento 
de formalización de cada una de las 
operaciones objeto de análisis. Aplican-
do el método del precio libre comparable 
se deberían contrastar los diferenciales 
mínimo y máximo aplicados sobre el Eu-
ribor por las entidades financieras espa-
ñolas correspondientes a la fecha de 
formalización de cada una de las opera-
ciones objeto de análisis con el diferen-
cial sobre el Euribor convenido en las 
mismas.

Prestación de servicios

a) Método de valoración

En las operaciones de prestaciones de 
servicios, no suelen existir comparables 
internos y, atendiendo a la naturaleza de 
la transacción, una opción razonable se-
ría considerar que el método de valora-
ción más adecuado dentro de los esta-
blecidos en el artículo 16 del TRLIS es 
el método del coste incrementado (cost 
plus). Dicha selección se basa en las 
sugerencias de la OCDE en materia de 
selección del método de valoración, par-
ticularmente cuando las operaciones 
vinculadas implican servicios (párrafo 
2.3.2): “[…] Este método será probable-
mente más útil cuando se vendan pro-
ductos semi-acabados entre dos partes 
asociadas, habiéndose concluido acuer-
dos de explotación compartida de acti-
vos u otros de compra-aprovisionamien-
to a largo plazo o cuando la operación 
vinculada consiste en la prestación de 
servicios”.

b) Análisis de comparabilidad

Uno de los procedimientos que se po-
drían llevar a cabo sería realizar un es-
tudio de benchmarking para contrastar 
que el margen sobre costes internos in-
curridos por la entidad que presta los 
servicios respeta el principio de valora-
ción a precios de mercado (arm’s 
lenght). Considerando que los servicios 
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de asesoramiento podrían ser de distin-
ta naturaleza, y atendiendo a la necesi-
dad de aplicar un margen único sobre 
los costes, es razonable aceptar un ben-
chmarking coherente con estos princi-
pios. Una opción sería utilizar bases de 
datos (por ejemplo, Amadeus) con el ob-
jetivo de obtener una muestra mixta 
conformada por compañías de servicios 
que se dediquen a “Otras actividades de 
consultoría de gestión empresarial” y a 
“servicios administrativos combinados” 
de acuerdo con la clasificación del lista-
do de actividades de la CNAE 2009. 

Arrendamientos

a) Método de valoración

Dada la naturaleza de la transacción ca-
be concluir que el método de valoración 
más adecuado dentro de los estableci-
dos en el artículo 16 del TRLIS podría 
ser el método del precio libre compara-
ble (CUP). La aplicación de dicho méto-
do es considerada preferente en las Di-
rectrices de la OCDE en su párrafo 2.7: 
“(…) Cuando sea posible encontrar ope-
raciones no vinculadas comparables, el 
método del precio libre comparable es el 
camino más directo y fiable para aplicar 
el principio de plena competencia. En 
consecuencia, en tales casos este méto-
do es preferible a los demás”.

b) Análisis de comparabilidad

En este caso, podrían existir diferentes 
criterios de remuneración en relación con 
los arrendamientos de inmuebles depen-
diendo de si es el arrendador o el arren-
datario quién soporta los costes de cada 
inmueble. De este modo, podría existir 
una cantidad fija para los casos en los 
que el coste lo asume el arrendatario y 
por otro lado, en los casos en los que los 

costes son asumidos el propietario del in-
mueble, se le añadiría una cantidad va-
riable. En cualquier caso, se podrían utili-
zar como comparables contratos de 
arrendamiento celebrados con terceros si 
los hubiera, aunque este criterio podría 
estar sujeto a discusión. Si a la hora de 
efectuar el análisis de comparabilidad de 
estas operaciones, se produjera la inexis-
tencia de comparables internos suscepti-
bles de ser utilizados desde el punto de 
vista de precios de transferencia, o se 
decidiera no utilizar este criterio incluso 
en el caso de existir este tipo de contra-
tos, el benchmarking basado únicamente 
en datos externos podría ser la mejor op-
ción. Una posible opción sería utilizar al-
guna base de datos sobre arrendamiento 
de inmuebles disponible (por ejemplo, la 
web de la consultora inmobiliaria CB Ri-
chard Ellis CBRE). De acuerdo con la in-
formación facilitada por CBRE relativa a 
arrendamientos en una zona determina-
da, se podrían obtener los precios de 
arrendamiento vigentes en el ejercicio en 
el que se suscribieron los contratos de 
arrendamiento objeto de análisis. 

El objetivo final de las propuestas que 
hemos realizado es, en base a lo anterior-
mente expuesto, que las empresas, cuando 
presenten la documentación correspondien-
te, puedan concluir con total seguridad que 
las condiciones acordadas y presentadas 
se alinean con aquéllas que hubieran con-
venido partes independientes, por lo que 
efectivamente cumplen el principio de valo-
ración a precios de mercado arm’s length 
promulgado por la OCDE y el artículo 16 
TRLIS. ❚ 
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